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                                                                                                           Concepto 5479

Bogotá, D.C., noviembre 14 de 2012
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra la expresión “comunidades negras”, contenida en la Ley 70 de 1993, la Ley 649 de 2001, el Decreto 1332 de 1992 y el Decreto 2374 de 1993.


Demandante: HAROLD JAVIER PALACIOS AGRESOTT.



Magistrada Ponente: MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO.


Expediente D-9305. 



Concepto 5479
De conformidad con lo previsto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de su ciudadanía, presentó el ciudadano HAROLD JAVIER PALACIOS AGRESOTT contra la expresión “comunidades negras”, contenida en la Ley 70 de 1993, la Ley 649 de 2001, el Decreto 1332 de 1992 y el Decreto 2374 de 1993.

1. Planteamiento de la demanda
El actor considera que la expresión “comunidades negras”, contenida en las normas demandadas, vulnera los artículos 1°, 2°, 4°, 7°, 13, 17 y 93 Superiores, por cuanto la palabra “negro” permite que se reconozca el legado de la esclavitud, lo cual contribuye a la existencia del racismo, la discriminación racial, la desigualdad social, la xenofobia y demás formas conexas de intolerancia contra la comunidad afrodescendiente, razón por la cual dicha expresión debió ser consultada con ese pueblo tribal.
2. Problema jurídico.
Corresponde al Ministerio Público determinar si la expresión “comunidades negras” contenida en la Ley 70 de 1993, la Ley 649 de 2001, el Decreto 1332 de 1992 y el Decreto 2374 de 1993, vulnera los artículos 1°, 2°, 4°, 7°, 13, 17 y 93 Superiores. 
3. Análisis jurídico.
El artículo 55 transitorio de la Carta Política le ordenó al Congreso de la República expedir una ley que reconociera a las “comunidades negras”, que venían ocupando tierras baldías en las zonas rurales ribereñas de los ríos de la Cuenca del Pacífico, el derecho a la propiedad colectiva sobre las áreas que demarque la misma ley. Dicho mandato constitucional se cumplió con la expedición de la Ley 70 de 1993. 
Como se deduce de la simple lectura del artículo 55 transitorio, la propia Constitución Política es la que emplea la expresión “comunidades negras”, mientras que la ley se limita a repetir esta expresión. Y es que ni la Carta ni la ley que la desarrolla emplean la expresión “comunidades negras” en un sentido peyorativo o con el ánimo de generar discriminación racial o desigualdad social.

El pretender que el uso de la expresión en comento por la ley debió ser objeto de consulta a las comunidades tribales, pese a repetir lo que la propia Constitución dice, llevaría al sinsentido de exigir al propio constituyente, en este caso a la Asamblea Constituyente de 1991, que hiciera la respectiva consulta previa.  

La Organización Internacional del Trabajo, entidad reconocida por su protección a las minorías étnicas, en sus documentos oficiales emplea expresiones semejantes a la que en el caso sub examine es objeto de censura. En efecto, en el Informe global con arreglo al seguimiento de la Declaración de la OIT relativa a los principios y derechos fundamentales en el trabajo. Informe del Director-General, 2007, se usan expresiones tales como “personas de raza negra”, “jóvenes de raza negra”, “trabajadores de raza negra” y, en general, se hace la distinción entre blancos y negros, sin que por este mero hecho pueda afirmarse que tales frases tengan una connotación negativa o discriminatoria. Para una mejor ilustración de lo dicho, conviene transcribir lo pertinente del citado informe, así:
PAUTAS DE DISCRIMINACION EN EL TRABAJO: EVOLUCION RECIENTE

¿Forman el racismo y la pobreza un binomio indisociable?

85. La discriminación racial afecta en todo el mundo a millones de trabajadores con características diferentes, desde las personas de raza negra y las minorías étnicas hasta los pueblos indígenas, los nacionales de origen extranjero y los trabajadores migrantes. Las víctimas de discriminación racial o étnica son en general personas sumamente pobres. Siglos de tratamiento desigual en todas las esferas de la vida, sumados a persistentes y profundas desigualdades por motivos étnicos y socioeconómicos, explican el bajo nivel educativo y los escasos logros profesionales de estos colectivos. A su vez, las conquistas más modestas les hacen vulnerables a los estereotipos étnicos, mientras la segregación social y geográfica perpetúa las desigualdades étnicas reforzando así las imágenes de «inferioridad» o «desagrado» entre la mayoría de esos colectivos. Sin embargo, la dinámica y las manifestaciones de la discriminación racial difieren según los colectivos de que se trate, por lo que se examinará de forma desglosada.

Personas de ascendencia africana

86. En los últimos decenios surgió en diversos países un pequeño colectivo de personas de raza negra y ascendencia africana que ha entrado a formar parte de la clase media y se ha dado en llamar «negros». La mayoría de las personas de raza negra sigue sin embargo demasiado presente entre los desempleados y en lo más bajo de las escalas laboral y salarial. Este fenómeno se produce en todas partes, independientemente de la situación socioeconómica de los países en que vivan.

87. En los Estados Unidos, por ejemplo, las diferencias salariales por motivo de raza siguen siendo significativas. Algunos analistas sostienen que no se podrá alcanzar la paridad de calificaciones entre blancos y negros hasta el 2050, como muy pronto, lo cual significa que también persistirán las disparidades salariales.

88. Los estereotipos raciales persisten y no parecen disiparse todavía, pues muchos empleadores piensan aún que los trabajadores de raza negra, especialmente los hombres jóvenes (véase la sección relativa a la discriminación por razones de edad en el capítulo siguiente) son perezosos, deshonestos o violentos. El aumento de las tasas de encarcelamiento y el escaso o inexistente historial de trabajo de los jóvenes de raza negra vuelven a estos últimos especialmente vulnerables a los estereotipos. Aunque las mujeres de raza negra suelen tener niveles educativos superiores a los de los hombres de su misma raza, y más probabilidades de ocupar cargos de dirección y profesionales, los hombres ganan más que las mujeres por trabajos comparables, lo cual delata una discriminación por motivo de género en la remuneración. En consecuencia, entre las personas de raza negra hay más mujeres que hombres pobres (un 26,7 por ciento frente a un 22,8 por ciento). (Negritas agregadas).
(…) 
Lo dicho respecto de la Constitución y de la OIT, también puede verificarse en la propia jurisprudencia de la Corte, entre otras, en la T -955 de 2003. En esta sentencia la Corte se refiere al derecho de las “comunidades negras” a utilizar, conservar y administrar sus recursos naturales y a los deberes de las autoridades ambientales frente a dichas comunidades, en los siguientes términos:
Está claro, que los pueblos que han venido ocupando las zonas rurales ribereñas de las Cuenca del Pacífico tienen derecho a la delimitación de su territorio, y que esta comporta el derecho de las comunidades negras a utilizar, conservar y administrar sus recursos naturales, no sólo porque las previsiones del Convenio 169 de la OIT, a las que se ha hecho referencia, así lo indican, sino porque el artículo 55 Transitorio de la Carta reconoce en estos pueblos, de antemano, la conciencia de identidad tribal, criterio fundamental, aunque no único, para que opere dicho reconocimiento, en los términos del artículo 1° del instrumento internacional.
El derecho de las comunidades negras sobre su territorio colectivo se funda en la Carta Política y en el Convenio 169 de la OIT, sin perjuicio de la delimitación de sus tierras a que se refiere la Ley 70 de 1993, en cuanto ésta resulta definitiva e indispensable para que dichas comunidades puedan ejercer las acciones civiles a que da lugar el reconocimiento constitucional. Y que el derecho de propiedad colectiva en comento comprende, y siempre comprendió la facultad de las comunidades negras de usar, gozar y disponer de los recursos naturales renovables existentes en sus territorios, con criterios de sustentabilidad. Es decir que desde el año de 1967, en los términos de la Ley 31, a las comunidades negras nacionales, en cuanto pueblos tribales, les fue reconocido el derecho a la propiedad colectiva de los territorios que ocupan ancestralmente y, por ende, las facultades de uso y explotación de sus suelos y bosques, esto último, por ministerio de la ley o previa autorización de la autoridad ambiental, en los términos del Código de Recursos Naturales.
Las autoridades de la República, en especial las ambientales, están en el deber i) de apoyar a las comunidades negras en las acciones que emprendan para impedir el uso de la tierra y la explotación de sus recursos naturales por personas ajenas, y ii) sancionar a quienes se aprovechen de los productos de los suelos y bosques de sus territorios colectivos. Mandatos estos que operan tanto para la tala doméstica, como para la que se adelante con fines de comercialización, porque son las comunidades negras las que pueden aprovechar los recursos forestales de su territorio colectivo, sin perjuicio de su derecho a asociarse en condiciones de igualdad, con entidades públicas o privadas, para adelantar aprovechamientos forestales sostenibles. (Negritas agregadas).
En vista de las anteriores circunstancias, el mero hecho de que las normas demandadas empleen la expresión: “comunidades negras”, no vulnera per se los artículos 1°, 2°, 4°, 7°, 13, 17 y 93 Superiores. Esta expresión no se usa en sentido negativo, ni con un afán discriminatorio, sino con propósito objetivo de identificar a un grupo humano asentado tradicionalmente en determinadas zonas del país, al cual el ordenamiento constitucional reconoce  la conciencia de identidad tribal, tal como lo señala la Corte en la sentencia transcrita
No sobra advertir que las normas objeto de la demanda no emplean la expresión “negro”, como lo afirma el actor, sino que se limitan a repetir la misma expresión que emplea la Constitución Política, esto es: “comunidades negras”.
4. Conclusión.
En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte declarar EXEQUIBLE  la expresión “comunidades negras”, contenida en la Ley 70 de 1993, la Ley 649 de 2001, el Decreto 1332 de 1992 y el Decreto 2374 de 1993, por los aspectos aquí analizados.

Señores Magistrados,  

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación

LJMO/MLOvalleB.
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